El «ajuste autoritario» y el pachequismo

(de G. Caetano y J. Rilla, “Historia contemporánea del Uruguay. De la Colonia al siglo XXI”

Más allá de la «obstinada» persistencia de esos factores de larga duración que se han registrado, el curso incontenible de la crisis en sus distintas dimensiones comenzaba a afirmar signos de ruptura en el horizonte político del país. El resquebrajamiento del orden institucional se evidenciaba a las claras, por ejemplo, en el éxito creciente de ciertas prédicas rupturistas (de derecha y de izquierda, de adentro y de afuera del sistema de partidos) y en la expansión de un sentimiento cada vez más generalizado de escepticismo y desencanto en torno a la eficacia de las reglas de juego democráticas.82 La crisis de gobernabilidad tendía a confundirse cada vez más con la crisis de los partidos y, más aún, con la de la partidocracia uruguaya.
En marzo de 1967 había asumido la Presidencia el Gral.(r) Osear Gestido, candidato victorioso en las elecciones del año anterior con el apoyo de un heterogéneo espectro de fracciones coloradas. Su breve período de gobierno (moriría en diciembre de ese mismo año, abriendo paso a su compañero de fórmula, Jorge Pacheco Areco, a la Primera Magistratura) se caracterizaría por la evolución errática de las políticas públicas (oscilantes entre posiciones afines al desarrollismo y fuertes giros a la ortodoxia fondomonetarista) ; jjor la irrupción de nuevas señales de conflictividad en las relaciones entre el gobierno y los sindicatos. Aun antes de la muerte de Gestido, el desgaste político del nuevo gobierno resultaba ostensible y erosionaba fuertemente sus bases de apoyo partidario.
La asunción de Pacheco83 a la Presidencia coincidió con una marcada aceleración de la escalada autoritaria. Portador de un estilo político que poco tenía que ver con las prácticas mediadoras del «Uruguay tradicional», Pacheco personalizaba entonces un proyecto de reestructura radical de la política uruguaya, tendente a afirmar un nuevo
82.
La rebelión estudiantil y el 68
Las protestas juveniles del 1968, iniciadas por la rebaja del boleto estudiantil, acumularon múltiples motivaciones en muy corto lapso. Al reclamo por el atraso de las partidas presupuéstales para la Universidad se sumó el rechazo a las Medidas Prontas de Seguridad, la intervención de la Policía y el Ejército en las refriegas callejeras, el allanamiento de los locales de estudio, el repudio a la destitución de las autoridades universitarias que el gobierno solicitara al órgano legislativo, la clausura de los cursos y la muerte de tres estudiantes. «Periódicamente, la aparición de esos detonantes sirvió para reanimar la actividad en los casos en que se había establecido una pausa de tranquilidad», comentaba entonces el tándem periodístico Carlos Báñales -Enrique Jara (La rebelión estudiantil, Montevideo, Arca, 1968).
Quienes participaron en estas manifestaciones estrenaron prácticas desconocidas hasta entonces en los gremios de estudiantes: los «contracursos», iniciados a fines de mayo por los estudiantes del Instituto Normal y del liceo no. 10 de Malvina las «manifestaciones relámpago», una modalidad de concentración breve (no más de diez minutos), con inmediata formación de barricadas y quema de neumáticos a la espera de un enfrentamiento con la Policía; el uso del cóctel Molotov; las pedreas frecuentes contra lo que los manifestantes definían como «objetivos políticos»: firmas industriales, empresas norteamericanas, diarios, sedes de organismos estatales; las ocupaciones masivas y simultáneas de decenas de liceos, facultades y locales de UTU. La represión policial y el dolor y la perplejidad ciudadanas fueron marcando límites a la experiencia, de resultados en gran medida luctuosos: el 14 de agosto de 1968 fue muerto por la Policía, en plena manifestación callejera, el estudiante comunista Líber Arce; meses después, morirían también baleados Susana Pintos y Hugo de los Santos. En 1971 y 1972 fueron también asesinados los estudiantes Heber Nieto, Julio Spósito y Joaquín Klüver.
orden basado en la profundización de la autoridad presidencial (consolidando y desarrollando las lógicas presidencialistas de la nueva Constitución) y en la superación drástica de lo que iba quedando del viejo sistema uruguayo de mediaciones y compromisos. Como también ha estudiado Francisco Panizza, para afirmar su proyecto autoritario Pacheco buscó presentarse como «una figura de fuera del sistema político», que apelaba a una comunicación directa con el «pueblo», salteándose el juego tradicional de intermediaciones del sistema de partidos. Además, Pacheco se ubicaba en su discurso como el líder de una lucha sin cuartel contra las acciones guerrilleras y, de ese modo, en una lógica de polarización radical que servía como base a su propuesta de reestructuración de las relaciones políticas.
Los rasgos más señalados de las políticas aplicadas durante el período pachequista confirman de modo contundente la orientación general de ese proyecto. En cuanto a la conducción económica, se consolidó el giro de la última etapa del gobierno de Gestido. Para ello, Pacheco no vaciló en integrar directamente a su gobierno a algunos de los más conspicuos representantes de los sectores empresariales, culminando ese proceso con la formación de su famoso «gabinete empresarial», en mayo de 1968.84 Este encumbra​miento en la jerarquía gubernamental de empresarios sin militancia política orgánica anterior, además de constituirse en una señal inequívoca de la erosión creciente del viejo sistema político, reforzó la opción hacia políticas económicas más radicales. Apenas un mes después de la aludida reestructura ministerial y ya en plena vigencia del régimen de Medidas Prontas de Seguridad (instituto de excepción y de aplicación transitoria previsto constitucionalmente, por el que se restringen los derechos individuales), él gobierno decretaba una congelación de precios y salarios con el fin de detener la escalada inflacionaria, que en 1967 había trepado a los mayores índices de la historia del país. Este decreto, que de inmediato generó una fuerte réplica desde los sindicatos y una entusiasta adhesión de las gremiales empresariales, significó en los hechos una nueva profundización de las tesis que sostenían la retracción radical de la demanda como la mejor receta para controlar la inflación.

La conducción económica se asoció de inmediato con una nueva agravación de la conflictividad social y un recrudecimiento en la implementación de prácticas represivas contra los movimientos de oposición, algunos de los cuales ensayaban también estrategias crecientemente radicalizadas y violentas. En ese marco se ¿legalizaron partidos y agrupaciones políticas de la izquierda, se clausuraron en forma reiterada periódicos opositores, se dispuso de modo casi permanente la vigencia de Medidas Prontas de Seguridad, se sucedieron enfrentamientos institucionales entre el Poder Ejecutivo y el Parlamento, se llegó incluso a la militarización de funcionarios, tanto públicos como privados, entre otras medidas de similar tenor.
En un desborde claro de sus potestades constitucionales, Pacheco pudo gobernar casi únicamente por decreto, sin obtener legitimidad política plena para su política de «mano dura». No obstante -y como lo probarían los resultados electorales de 1971-, su estrategia autoritaria también supo suscitar un considerable apoyo popular, representativo de un espectro heterogéneo que abarcó desde sectores del empresariado hasta población marginal. No estaba lejano a todo ello el rol que poco a poco fue ocupando la violencia política en el país: su avance lento pero firme contribuyó en gran medida para que buena parte de la ciudadanía comenzara a percibir la acción política misma como la mera instauración de «un» orden, lo que no podía sino derivar en franco autoritarismo.
El escenario político profundizó su cuadro de conflictividad y polarización. Se incrementaron las acciones de la guerrilla urbana, en especial de los tupamaros,85 que preconizaban la estrategia foquista como mecanismo idóneo para proyectar el impulso revolucionario al resto de la sociedad. También se inició el despliegue de organizaciones de ultraderecha y grupos paramilitares, al tiempo que surgían denuncias de connivencia gubernamental y militar con estos movimientos. Los conflictos sindicales y las movilizaciones estudiantiles también se vieron muy pronto envueltos en la espiral de violencia, en medio de una secuencia de asesinatos, secuestros, desapariciones, denuncias de tortura y otras violaciones a los derechos humanos, todo lo cual pautaba el resquebrajamiento de la democracia uruguaya.
85. La toma de Pando
En febrero de 1969 los tupamaros habían asaltado la Casa Financiera Monty y no se liarían nuevamente visibles hasta el mes de junio, cuando la llegada al país de Nelson Rockefeller, al provocar la voladura de la planta de General Motors en Sayago. El 9 de setiembre secuestraron a Gaetano Pellegrini Giampietro, dirigente de la Asociación de Bancos y director de La Mañana y El Diario. El 8 de octubre, aniversario de la muerte de Ernesto Che Guevara, «un comando del MLN copa virtualmente la ciudad de Pando por espacio de media hora, apoderándose de la comisaría, el cuartel de bomberos y la central telefónica; asalta a cuatro bancos y emite una proclama. Uno de los grupos en que se divide para abandonar la ciudad es interceptado por fuerzas policiales y militares, apoyadas por aviones y helicópteros. El enfrentamiento dura casi dos horas en la zona de Toledo Chico y culmina cuando, imposibilitados de eludir el cerco policial y militar y desprovistos de municiones, 16 integrantes del MLN optan por entregarse. Otros tres integrantes del MLN (Ricardo Zabalza, Alfredo Cultelli y Jorge Salerno) yacen sin vida luego del enfrentamiento. Carlos Burgueño, obrero de IPUSA, que se encuentra en la zona, muere durante la refriega». (Marta Machado Ferrer y Carlos Fagúndez Ramos* Lósanos duros, Cronología documentada [1964-1973], Montevideo, Monte Sexto, col. Temas, 1987; Jorge Zabalza, El tejazo y otras insurrecciones, Montevideo, TAE, 1995)
Los resultados del «ajuste autoritario» aplicado por el gobierno de Pacheco contribuyeron a la polarización de la opinión pública. En lo económico se obtuvieron algunos indicadores favorables durante 1969 y 1970 (incremento productivo, freno relativo a la inflación, etc.), para caer luego en 1971 (año electoral) en la restauración de viejos problemas: una vez más se optó por el aumento considerable del déficit fiscal, el endeudamiento externo y la sobrevaluación de la moneda, para permitir un manejo político de los salarios y de las pasividades, con vistas sin duda a los inminentes comicios. La restauración de estas prácticas electoralistas (bien lejanas por cierto de la reestructura política anunciada por Pacheco) permitía reconocer una vez más ciertas tendencias de las políticas del pasado, lo que sin embargo no alcanzaba a modificar la tónica rupturista que dominaba de modo creciente todo el proceso.
